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INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente, para hacer obligatoria la evaluación de impacto ambiental de actividades o proyectos en que se liberen organismos genéticamente modificados o transgénicos al medio ambiente y protege áreas con producción limpia, orgánica y natural.

BOLETÍN Nº 2.703-12

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss, Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch, Mario Ríos Santander y Rodolfo Stange Oelckers.


Asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas: El Subsecretario del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción, señor Alvaro Díaz Pérez; la Jefe de Gabinete del señor Subsecretario, señora Katia Trusich Ortiz, y la Asesora del mismo, señora Inés Montalvo Rodríguez. El Presidente de la Comisión de Medio Ambiente del Colegio Médico de Chile, Doctor Andrei Tchernitchin Varlamov. De la Fundación Sociedades Sustentables y Coordinadora de la Red de un Chile Libre de Transgénicos, la señora María Isabel Manssur Nazal, y el Presidente del Consorcio de Sociedades Agrícolas del Sur, señor Manuel Riesco Jaramillo.
- - - - - -


Cabe señalar que en sesión de 3 de marzo de 2004, la Sala autorizó a la Comisión a discutir este proyecto en general y en particular.

- - - - - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:
A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) El artículo 19 N° 8º, de la Constitución Política de la República, que garantiza el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, impone al Estado el deber de velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza. La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente.


b) El decreto ley Nº 3.557, de 1980, que establece disposiciones sobre protección agrícola.


c) El decreto supremo Nº 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995, que promulga el Convenio Internacional sobre la Diversidad Biológica.


d) El decreto supremo Nº 30, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 1997, que aprueba el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, modificado por el decreto supremo Nº 95, del mismo Ministerio, de 2002.


e) El decreto supremo Nº 164, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2002, que crea la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología.


f) La resolución exenta Nº 1.523, del Ministerio de Agricultura-Servicio Agrícola y Ganadero, de 2001, que establece normas para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación.


g) La resolución exenta Nº 1.927, del Ministerio de Agricultura, de 1993, que establece normas para la internación de material vegetal de reproducción transgénico.


h) El anexo IV del Tratado de Libre Comercio entre Chile y la Unión Europea, promulgado por decreto supremo Nº 28, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2003. Dicho Anexo contiene el Acuerdo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias aplicable al Comercio de Animales, Productos de Origen Animal, Plantas, Productos Vegetales y otras Mercancías, y sobre Bienestar Animal.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Fundamentos de la Moción


Al fundar la presente iniciativa legal, sus autores, luego de definir "organismo genéticamente modificado o transgénico", advierten que el actual estado de avance de la denominada biotecnología transforma a ésta en un poder efectivo para cambiar la diversidad de las especies vivas del planeta.


Enseguida, destacan la conveniencia de valorar las distintas especies de la naturaleza, sus mutuas relaciones y sus vínculos con el medio ambiente.


Tras recordar que nuestro país es miembro del Convenio sobre Biodiversidad, los autores hacen presente la necesidad de cuidar que las especies asociadas a actividades productivas agrícolas, ganaderas, forestales y de piscicultura, realizadas en modalidad de producción limpia, orgánica o natural, no queden expuestas en sus ciclos y procesos a organismos genéticamente modificados.


Sobre el particular, destacan que los llamados "organismos genéticamente modificados", utilizados en alimentación, arriesgan ocasionar daños a la salud pública, tales como mermas en el sistema inmunológico, alergias, toxicidad y enfermedades crónicas aún desconocidas.


En ese contexto se inserta el objetivo de la iniciativa, debiendo considerarse, además, que existen en Chile extensas zonas aisladas que se pueden constituir como áreas de protección ecológica, para cautelar la continuidad de los mecanismos productivos tradicionales que se llevan a cabo en ellas, dado el relevante valor que están adquiriendo en el mercado los productos orgánicos y naturales.


Para la certificación de dichos productos es imprescindible, a juicio de los autores de la iniciativa, eliminar los riesgos de intervenciones que afecten su condición o que liberen organismos genéticamente modificados en dichas zonas, atendida su posibilidad de propagación. Al respecto, argumentan que una vez incorporados los referidos organismos en los ciclos reproductivos de las especies naturales el fenómeno se convierte en un proceso irreversible.


Por las razones expuestas y fundados en la garantía constitucional del Nº 8º del artículo 19, de la Carta Fundamental, concluyen que deben incluirse los proyectos que impliquen liberación al medio ambiente de organismos genéticamente modificados, entre aquellos que quedan sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Conforme a lo anteriormente expuesto, los objetivos del proyecto son los siguientes: En el contexto de las obligaciones que emanan del Convenio Internacional sobre Biodiversidad y el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotectnología, especialmente en lo que dice relación con el establecimiento de un sistema de áreas protegidas o de áreas donde haya que tomar medidas especiales para conservar la diversidad biológica, el proyecto propone: modificar la ley Nº 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente a fin de hacer obligatoria la evaluación de impacto ambiental de actividades en que se liberen organismos genéticamente modificados o transgénicos al medio ambiente, con la finalidad de proteger áreas cuya producción sea limpia, orgánica y natural.
- - - - - -

DISCUSIÓN GENERAL


Con motivo de la discusión de la idea de legislar en la materia, vuestra Comisión tuvo presente las opiniones relativas al proyecto de los representantes del Ejecutivo y del sector privado, las que se resumen, en lo fundamental, a continuación:


El señor Subsecretario de Economía inició su presentación señalando que se referiría a las políticas que el Gobierno está impulsando en materia de Biotecnología, las que están contenidas en un informe elaborado por una Comisión Presidencial creada aproximadamente hace un año y medio e integrada por representantes del sector científico, empresarios, e instituciones y que tienen relación directa o indirecta con la biotecnología, tales como el Ministerio de Salud, la Comisión Nacional de Medio Ambiente, el Ministerio de Agricultura y también la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT). 


Indicó que las políticas sobre biotecnología se elaboraron después de una ronda de consultas que se hicieron tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados y que tienen por objeto promover el desarrollo de la biotecnología como una herramienta fundamental para la competitividad de la economía, en la que aproximadamente el 90% de las exportaciones son productos naturales con algún procesamiento. 


Asimismo, sostuvo que el gran desafío para el país en materia de ciencia y tecnología es la incorporación de la biotecnología, lo que atañe tanto al sector empresarial como al científico y a la investigación en las Universidades. En este sentido, señaló que se estaba promoviendo una serie de actividades, una de las cuales era el Programa Genoma. Este programa, agrega, ha sido operado en conjunto por el Ministerio de Economía, la CORFO y el Ministerio de Agricultura. 

Por otra parte, señaló que se había constituido una empresa con capitales japoneses y de CODELCO que impulsaba la investigación y el desarrollo en microorganismos que se utilizan en la producción minera, para la lixiviación bacterial. Las ventajas de este proyecto, indicó, son principalmente tres: reducir costos de producción, incrementar reservas disponibles y producir efectos ambientales positivos. En este último aspecto, destacó que algunas de las bacterias, cuyo código genético se conoce, son capaces de fijar el arsénico a la roca reduciendo las emisiones de arsénico en los procesos industriales mineros. Asimismo, sostuvo que algunos de estos microorganismos pueden ser utilizados en bioremediación y en otras aplicaciones que tengan  tanto impacto productivo como ambiental positivo.


A continuación, expresó que el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción consideraba necesario desarrollar estas iniciativas en el contexto de un marco regulatorio, el cual debería formar parte de una política general. Señaló que hacía unos meses el Presidente de la República se refirió a esta materia y anunció que se presentaría un proyecto de ley de Bioseguridad y de Biotecnología al Congreso, el que representaba un enfoque integrado que el país tendría en esta materia.


También, señaló que para elaborar el proyecto de ley Marco de Biotecnología se ha constituido una Comisión del Gobierno en la cual participan el Ministerio de Salud, CONAMA, el Ministerio de Agricultura, la Subsecretaría de Pesca, el Ministerio de Economía y CONICYT. En la actualidad, indicó, esta Comisión ya ha superado la etapa de las definiciones y hoy día está discutiendo sobre las atribuciones y competencia de cada organismo en esta materia.


A continuación, se refirió a los elementos básicos del marco regulatorio como son los procedimientos que se utilizan en la investigación, dimensión importante ya que los laboratorios trabajan con organismos genéticamente modificados y en esta materia, agregó, no existen en Chile normas y estándares internacionales, los que en el futuro necesariamente tendrán que aplicarse. 


En materia de Propiedad Intelectual, señaló, que el proyecto de ley en debate no permitirá el patentamiento de animales, plantas transgénicas, genoma o la descripción de partes de seres vivos. Asimismo, indicó que el hecho de cambiar un gen o una parte de una cadena de ADN en una planta no se considera razón suficiente para patentar una planta constituida por varios centenares de miles de genes. De este modo, sostuvo que la protección de la propiedad intelectual de plantas se efectuará por la vía de la Protección de Variedades Vegetales y no por la vía del patentamiento.


Enseguida, mencionó la forma como el proyecto de ley enfoca lo relativo a la realización de una evaluación sanitaria, al rotulado, al impacto ambiental, estándares de calidad, procedimientos de fiscalización, los Acuerdos Internacionales – en particular el Protocolo de Cartagena – y la formación de recursos humanos. 


Agregó que Chile no disponía de un marco regulatorio completo, ya que sólo existía un Manual de buenas prácticas en materia de Investigación y Desarrollo, pero éste tenía el carácter de voluntario, porque no había reglamentos específicos de evaluación de impacto ambiental: únicamente, indicó, se permitía el cultivo de semillas genéticamente modificadas para la exportación en ambiente confinado y no para consumo interno previa certificación de bioseguridad por un Comité científico en el SAG. En Chile, señala, estaba prohibido producir alimentos genéticamente modificados. No obstante, indica que éstos se podían importar sin una evaluación sanitaria. En consecuencia, concluye, que el sistema era incompleto y en algunos casos inconsistente.


Para abordar este tema considera que debe tenerse presente lo que acontece a nivel mundial, como los avances en materia de inocuidad de alimentos genéticamente modificados. Destaca el Informe de la OMS respecto a la inocuidad, el cual instaba a proceder caso a caso mediante procedimientos seguros y específicos.


Por otra parte, expone que entre la Unión Europa y los EEUU existía un acuerdo básico en materia de evaluación sanitaria del impacto o riesgo de alimentos genéticamente modificados. Luego se refirió al caso Argentino en donde se producen sólo los transgénicos aprobados por la Unión Europea. Asimismo, cita el caso brasileño, con catorce leyes sobre esta materia, el cual se caracteriza por su inconsistencia regulatoria.

A continuación, se refirió a los criterios para la construcción del Marco Regulatorio. En primer término, expone, se pretende apoyar el desarrollo de la biotecnología en un contexto de responsabilidad y de sustentabilidad. Por otra parte, señala, que las prioridades en el corto plazo están concentradas en la biominería, en el sector forestal, en biomedicina para animales y en la genómica de frutas y vides En este contexto, expone, se plantea un marco legal amplio y no reglamentario, que se adapte fácilmente a la rápida evolución de la Biotecnología. 


Sobre esta base, señaló que las primeras medidas que se adoptarían sería el propender al etiquetado de los productos e impedir la circulación de los alimentos peligrosos para la salud. Al respecto, indicó que el Ministerio de Salud enfatizó que su labor se centraría en impedir la circulación de los alimentos peligrosos que pudieran producir reacciones alérgicas.


Luego se refirió al Principio de Información del Consumidor, el cual proclama el derecho del consumidor a ser informado una vez efectuada la evaluación sanitaria por el Ministerio de Salud, debiendo rotularse los posibles riesgos para la salud humana, los efectos secundarios y los cambios en la composición nutricional de los productos. 


En relación a los contenidos fundamentales del presente proyecto, expuso sobre el etiquetado para la información del consumidor. Al respecto, señaló que el principio rector es que el consumidor pueda escoger los alimentos que desea consumir en cuanto a sus características y tratamiento. Para tal efecto, indicó, que el consumidor debe estar debidamente informado sobre la procedencia de los productos, ya sea mediante el etiquetado de los mismos o a través de otros mecanismos formulados por la autoridad pertinente, como sucedió con el caso de los alimentos tratados con pesticidas. 


Por otra parte, informó que los Ministerios de Economía y de Salud están considerando la evaluación de riesgo ambiental para el cultivo y la producción de plantas y animales genéticamente modificados. Al respecto, señaló que se podría proceder de varias maneras, ya sea caso a caso, o admitiendo una producción confinada, o una restricción a ciertos productos en determinadas localidades. 


En relación a la coexistencia de cultivos entre los organismos modificados y los convencionales, trajo a colación la recomendación de la Comisión Europea respecto a esta materia. A continuación, manifestó que el modelo chileno no es el de una agricultura transgénica, sino el de una coexistencia de varios tipos, por esto no puede haber prohibición de usar una determinada tecnología, ni puede haber “zonas libres de transgénicos”, ya que eso violaría la libertad del productor de escoger la tecnología a utilizar. En consecuencia, considera que esta característica debe estar incorporada en este marco regulatorio. Finalmente, mencionó a la trazabilidad como otro fenómeno que también debe estar incorporado en la Ley Marco, ya que permitiría mantener el historial de un determinado producto.


A continuación, hizo uso de la palabra el Presidente de la Comisión de Medio Ambiente del Colegio Médico de Chile quien definió los organismos transgénicos (OT) como aquellos a los cuales se les implanta un gen de otra especie que puede ser animal o vegetal, un virus, un hongo. Asimismo, aclara que este término no es sinónimo de organismo genéticamente modificado, puesto que éstos consisten en organismos que han duplicado o triplicado sus cromosomas, manteniendo su proporcionalidad genética, resultando productos absolutamente inocuos e infértiles.
.


A continuación, enunció algunas de las ventajas que presentan los organismos transgénicos, dentro de las cuales destaca: su resistencia a plagas o a herbicidas, su aumento de la productividad y la producción de frutos que son más resistentes.


Luego enumera las desventajas, las que agrupa bajo tres criterios: riesgos para la salud; riesgos para la preservación de la biodiversidad y riesgos sociales, económicos y estratégicos. Dentro de los riesgos para la salud, señala que los transgénicos podrían producir sustancias nocivas para la salud, cuyos efectos no han sido estudiados, ya que podrían generar sustancias químicas nuevas, debido al implante a que han sido objeto, lo que podría alterar su ruta metabólica.

En relación con el riesgo para la biodiversidad, plantea la posibilidad de la desaparición de las especies por desplazamiento, lo que según él podría generarse mediante una polinización cruzada. También indica que podrían desaparecer las especies hortofrutícolas habituales, lo que produciría una alteración de las especie, lo que podría provocar la ruptura del equilibrio ecológico actual.


En cuanto a los efectos económicos y estratégicos de los transgénicos plantea el problema de las patentes y de los derechos sobre las nuevas especies transgénicas. Asimismo, agrega que en los países desarrollados se ha limitado la producción de estas especies. No obstante, indica que en nuestro mercado no se ha impuesto ninguna de estas limitaciones y existen muchos transgénicos que ni siquiera cuentan con un etiquetado. 


Finalmente, señala que la producción de transgénicos debe realizarse seriamente en un laboratorio que cuente con todas las medidas de seguridad, para así evitar que se contaminen a otras especies.

A continuación la representante de la Fundación de Sociedades Sustentables y Coordinadora de la Red de un Chile Libre de Transgénicos se refiere a la tramitación de la Ley de Biotecnología, la cual se inicia en el año 2001, cuando el Ministerio de Economía convocó a un grupo de expertos para la elaboración de una Política Nacional de Biotecnología, la que fue publicada en noviembre del año 2003. Esta Política Nacional, indica, propone la elaboración de una Ley Marco de Biotecnología, su regulación sanitaria y agraria para reglamentar el cultivo de transgénicos.

Finalmente expone que la agrupación que representa está a favor de los proyectos de etiquetado y de la instauración de zonas limpias.


El Presidente del Consorcio de Sociedades Agrícolas del Sur señala que se está ante un tema comercial, que se relaciona con las barreras arancelarias del mundo y con las patentes industriales. En el caso de Chile, entiende que habría una discriminación con los productores nacionales, ya que se prohíbe la producción de transgénicos a nivel nacional, no obstante se autoriza su comercialización. Por otra parte, agrega, que todos los transgénicos deben estar debidamente etiquetados, porque es el único mecanismos para asegurar la calidad y estandarización de los productos.

1) Normativa de la Unión Europea


En relación con esta iniciativa, cabe considerar también, con fines de conocimiento, la Directiva Nº 2001/18/CEE, emanada del Parlamento Europeo y del Consejo de la Unión Europea, relativo a la liberación intencional en el medio ambiente de organismos modificados genéticamente.


En términos generales, puede sostenerse que el texto acepta la liberación al medio ambiente y la comercialización controlada de organismos genéticamente modificados, siempre que se cumpla con algunos requisitos cuales son, por ejemplo, que el usuario efectúe una evaluación de los riesgos de dicha utilización para la salud humana y el medio ambiente. Anteriores directivas europeas en la materia establecieron que el grado de confinamiento depende del nivel de riesgo de la actividad, distinguiéndose al efecto cuatro alternativas (nulo o insignificante, bajo, moderado y alto).


Para el adecuado control de las investigaciones, se establece un mecanismo de información y consultas permanentes entre los Estados.


Además, los Estados deben garantizar análisis sistemáticos e independientes sobre los riesgos posibles de la liberación intencional o la comercialización de OGM. Al efecto, deben asegurar recursos y el acceso a toda la información disponible, dentro del respeto de los derechos de propiedad intelectual.


En todo caso, los Estados admiten que, atendiéndose en especial a la cuestión de los genes de resistencia a los antibióticos cuando se lleve a cabo la evaluación de riesgo de OGM que contengan dichos genes, la liberación intencional de estos organismos en fase experimental es usualmente un paso necesario en el desarrollo de productos nuevos.


Por lo mismo, la introducción de OGM en el medio ambiente debe realizarse "paso a paso", lo cual supone la reducción progresiva del confinamiento y el incremento gradual de la liberación, pero sólo cuando la evaluación de las etapas anteriores sobre protección de la salud humana y del medio ambiente revele que puede avanzarse a la siguiente etapa.


Por otra parte, ningún OGM que sea producto o componente de producto y que esté destinado a ser liberado intencionalmente, puede ser comercializado sin haber sido sometido previamente a pruebas satisfactorias en la fase de investigación y desarrollo en los ecosistemas que pudieran verse afectados por su utilización. En este sentido, toda persona antes de acometer una liberación intencional de OGM en el medio ambiente o de comercializarlo, deberá cursar una notificación a la autoridad nacional competente, acompañando un expediente técnico que incluya una evaluación completa de riesgos para el medio ambiente, así como la especificación de medidas apropiadas de seguridad y de actuación en caso de emergencia y, tratándose de productos, de instrucciones y condiciones de empleo precisas, y de un proyecto de etiquetado y envasado. Cursada la notificación, no se podrá realizar ninguna liberación sin la previa aprobación de la autoridad competente.


Autorizada que sea la liberación o comercialización, según el caso, se debe garantizar el seguimiento del producto.


Es interesante destacar que los Estados no podrán prohibir, restringir o impedir la comercialización de OGM que sean productos o componentes de un producto, cuando cumplan las disposiciones de esta Directiva, salvo que información nueva o adicional posterior entregue razones suficientes para considerar que un OGM constituye un riesgo para la salud humana o el medio ambiente, evento en el cual se podrá restringir o prohibir provisionalmente su uso o venta.


En el caso de Estados Unidos de Norteamérica, la información disponible sostiene que es el país que produce más plantas transgénicas. A manera ilustrativa, en el año 2002 se cultivaron en su territorio treinta millones de hectáreas con transgénicos, esto es, el 68% de las hectáreas mundiales de transgénicos. Tres cultivos componen la mayoría de las hectáreas sembradas con OGM, a saber, la soja, el maíz y el algodón.


Existen tres agencias gubernamentales encargadas de regular el empleo de transgénicos. Por carecer de una legislación especial en la materia, dichas regulaciones se fundan en las normas legales relativas a los organismos no transgénicos, dando por supuesta una suerte de equivalencia entre ambos organismos. El Departamento de Agricultura de los Estados Unidos (USDA) regula las pruebas y comercialización de plantas transgénicas; la Agencia de Protección del Medio Ambiente (EPA) regula los OGM que contienen pesticidas, y la Agencia de Alimentación y Medicamentos (FDA) se encarga de la seguridad para los seres humanos y animales de los alimentos transgénicos. Según las empresas de biotecnología que operan en el país del norte, el riguroso sistema imperante garantizaría la salud humana y ambiental.

2) Algunos aspectos relativos al Convenio sobre Diversidad Biológica, y al Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología
a.- Convenio sobre la Diversidad Biológica


Como se dijera, fue promulgado por decreto supremo Nº 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995.


En lo que interesa a este informe, cabe consignar que las Partes, en los considerandos de este instrumento, se muestran conscientes de los valores ecológicos, genéticos, sociales, económicos, científicos, educativos, culturales, recreativos y estéticos de la diversidad biológica y sus componentes.


Luego de reafirmar los derechos de los Estados sobre sus propios recursos biológicos, advierten acerca de su responsabilidad en la conservación de la biodiversidad y en la utilización sostenible de dichos recursos. Al respecto, observan que la exigencia fundamental para cumplir tal finalidad es la conservación "in situ" de los ecosistemas y hábitats naturales y el mantenimiento y la recuperación de poblaciones viables de especies en sus entornos naturales.


Las expectativas de las Partes se orientan en el sentido de que tanto el suministro de recursos financieros, cuanto el acceso a las tecnologías pertinentes, puedan modificar considerablemente la capacidad mundial de hacer frente a la pérdida de la diversidad biológica.


A su juicio, la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica tienen importancia crítica para satisfacer las necesidades alimentarias, de salud y de otra naturaleza de la población mundial en crecimiento, razón por la cual son esenciales el acceso a los recursos genéticos y a las tecnologías, y la participación en esos recursos y tecnologías.


Entrando en el articulado del Convenio, merecen destacarse las siguientes normas:


El artículo 1º, que señala como sus objetivos la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de la utilización de los recursos genéticos, mediante un acceso adecuado a esos recursos y una transferencia apropiada de las tecnologías pertinentes.


El artículo 2º, que contiene diversas definiciones. Entre ellas, y en lo que concierne a este informe:


- "Biotecnología", esto es, toda aplicación tecnológica que utilice sistemas biológicos y organismos vivos o sus derivados para la creación o modificación de productos o procesos para usos específicos.


- "Diversidad biológica", a saber, la variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, incluidos, entre otras cosas, los ecosistemas terrestres y marinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de los que forman parte. Comprende, además, la diversidad dentro de cada especie, entre las especies y los ecosistemas.


- "Material genético", esto es, todo material de origen vegetal, animal, microbiano o de otro tipo, que contenga unidades funcionales de la herencia.


- "Recursos biológicos", los recursos genéticos, los organismos o partes de ellos, las poblaciones, o cualquier otro tipo del componente biótico de los ecosistemas de valor o utilidad real o potencial para la humanidad.


- "Recursos genéticos", el material genético de valor real o potencial.


El artículo 3º, que declara el derecho de los Estados de explotar sus recursos en aplicación de su propia política ambiental, y establece la obligación de asegurar que las actividades que se lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no perjudiquen al medio ambiente de otros Estados o de zonas situadas fuera de toda jurisdicción nacional.


El artículo 6º, que obliga a las Partes a elaborar estrategias, planes o programas nacionales para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica o a adoptar para ese fin las estrategias, planes o programas existentes, y a integrar la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica en los planes, programas y políticas sectoriales o intersectoriales.


El artículo 8º, que insta a las Partes a establecer un sistema de áreas protegidas o de áreas donde haya que tomar medidas especiales para conservar la diversidad biológica; a elaborar directrices para la selección, el establecimiento y la ordenación de dichas áreas; a reglamentar o administrar los recursos biológicos importantes para la conservación de la diversidad biológica, ya sea dentro o fuera de las áreas protegidas, para garantizar su conservación y utilización sostenible, y a promover la protección de ecosistemas y hábitats naturales y el mantenimiento de poblaciones viables de especies en entornos naturales.


Esta disposición es especialmente relevante porque, además, obliga a las Partes a regular, administrar o controlar los riesgos derivados de la utilización y la liberación de organismos vivos modificados, como resultado de la biotecnología, que es probable tengan repercusiones ambientales adversas que puedan afectar a la conservación y a la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana.


El artículo 10, que, en materia de utilización sostenible de los componentes de la biodiversidad, impone el deber de adoptar medidas relativas a la utilización de los recursos biológicos para evitar o reducir al mínimo los efectos adversos para la diversidad biológica.


El artículo 15, al tenor del cual, en reconocimiento de los derechos soberanos de los Estados sobre sus recursos naturales, la facultad de regular el acceso a los recursos genéticos incumbe a los gobiernos nacionales y está sometida a la legislación nacional.


El artículo 16, en cuya virtud las Partes, reconociendo que la tecnología incluye la biotecnología, y que tanto el acceso a la tecnología como su transferencia son elementos esenciales para el logro de los objetivos del Convenio, se comprometen a asegurar y facilitar el acceso a tecnologías pertinentes para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica o que utilicen recursos genéticos y no causen daños significativos al medio ambiente, así como la transferencia de esas tecnologías.


El artículo 19, que, en lo relativo a gestión de la biotecnología y distribución de sus beneficios, exige a las Partes a adoptar medidas legislativas, administrativas o de política, según proceda, para asegurar la participación efectiva en las actividades de investigación sobre biotecnología.


Esta norma, además, obliga a las Partes a estudiar la necesidad y las modalidades de un protocolo que establezca procedimientos adecuados, incluido en particular el consentimiento fundamentado previo, en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización de cualesquiera organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica.


El artículo 28, que impone a las Partes el deber de cooperar en la formulación y adopción de protocolos del presente Convenio. En este contexto se enmarca la adopción del protocolo sobre biotecnología.

b.- Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología

Encuentra su fundamento jurídico, como se dijera precedentemente, en los artículos 19 y 28 del Convenio sobre Diversidad Biológica. Fue suscrito el 29 de enero de 2000.


Este Instrumento, inspirado en el denominado "principio precautorio", contenido en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, tiene como objetivo garantizar un nivel adecuado de protección en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización seguras de los organismos vivos modificados (OVM) resultantes de la biotecnología moderna que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, y centrándose concretamente en los movimientos transfronterizos de estos organismos.


No podrá interpretarse este instrumento de manera que impida adoptar medidas más estrictas para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica de un país, siempre que esas medidas sean compatibles con este instrumento internacional.


El Protocolo no se aplicará al movimiento transfronterizo de OVM que sean productos farmacéuticos para seres humanos, y que ya estén contemplados en otros acuerdos o por otras organizaciones internacionales. Lo anterior, no obstante, se entiende sin menoscabo de cualquier derecho de un país a someter a evaluación de riesgo tales productos antes de adoptar una decisión respecto a su importación.


Asimismo, las disposiciones de este instrumento internacional no afectarán las importaciones de OVM que sean objeto de acuerdos o arreglos bilaterales, regionales y multilaterales celebrados entre los países firmantes de este protocolo.


Además, no se aplicarán las reglas del procedimiento de acuerdo fundamentado previo, en los siguientes casos:


a.- A los OVM que hayan sido declarados, por la Conferencia de las Partes, como inofensivos porque no sea probable que tengan efectos adversos para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica, o para la salud humana.


b.- A los OVM respecto de los cuales se haya declarado inaplicable ese procedimiento.


c.- A los OVM en tránsito.


d.- A los OVM destinados a uso confinado, cuyo movimiento transfronterizo se haya realizado con sujeción a las normas del país importador.


Lo que se dispone en los dos últimos eventos, es sin perjuicio del derecho de un país de tránsito a regular el transporte de OVM a través de su territorio y de comunicar al Centro de Intercambio de Información sobre la Seguridad de la Biotecnología (CIISB) cualquier decisión que al respecto adopte, así como del derecho del país de importación a establecer reglas para el uso confinado dentro de su jurisdicción.


El Protocolo prevé varios procedimientos. A saber:


- Procedimiento de acuerdo fundamentado previo, que se aplica hasta antes del primer movimiento transfronterizo intencional de OVM destinados a la introducción deliberada en el medio ambiente de un país importador. En lo anterior no se debe considerar a OVM que se vayan a utilizar directamente como alimento humano, animal o para procesamiento, pues están sometidos a un procedimiento especial.


El procedimiento se inicia con la notificación que hará el país exportador o el mismo exportador a la autoridad competente del país de importación, mediante el cual se solicita autorización para introducir un OVM a su medio ambiente, proporcionándole información suficientemente detallada sobre asuntos como: la identidad y domicilio del exportador e importador; el nombre e identidad del OVM, clasificación nacional, del nivel de seguridad de la biotecnología; la situación del OVM en el país de exportación; los organismos receptores o parentales y hábitat en que los organismos pueden persistir o proliferar; el o los organismos donantes; el ácido nucleico o la modificación introducida, la técnica utilizada y las características resultantes del OVM; el uso previsto del OVM y sus productos; informe sobre la evaluación de riesgo conocido y disponible que se haya realizado; métodos sugeridos para la manipulación, almacenamiento, transporte y utilización, envase, etiquetado, procedimientos de eliminación y emergencia; situación legal del OVM en el país de exportación y en el caso de estar prohibido, manifestar las razones científicas y sociales de la prohibición.


La parte de importación deberá extender acuse de la notificación recibida, y en éste hará constar: la fecha de recepción de la notificación, la suficiencia a primera vista de la información proporcionada en la notificación, la manifestación, si fuera el caso, de que se va a resolver la solicitud conforme a su legislación o sujetándose a las reglas del mismo Protocolo.


El país de importación deberá tomar una decisión en base a una evaluación del riesgo y de los posibles efectos adversos del OVM de que se trate, para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica y la salud humana, aplicando procedimientos científicos sólidos y técnicas reconocidas.


Una vez tomada la decisión, el país de importación la comunicará por escrito a quien le haya notificado y al Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad de la Biotecnología.


La decisión puede consistir en:


a) Aprobar la importación con o sin condiciones, expresando también la forma en que se aplicará la decisión para las ulteriores importaciones del mismo OVM.


b) Prohibir la importación.


c) Solicitar información adicional.


d) Comunicar al notificador que el plazo para notificarle su decisión se ha prorrogado por un determinado lapso.


Excepto cuando la decisión sea la aprobación incondicional de la importación, siempre se deberán exponer las razones en que se fundamenta la determinación.


La circunstancia de no existir certeza científica sobre la magnitud de los posibles efectos adversos de un OVM en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica o para la salud humana en el país de importación, no impedirá que éste adopte las medidas pertinentes a fin de evitar o reducir al mínimo los posibles efectos adversos contra esos bienes.


- Procedimiento para OVM destinados a uso directo como alimento humano, animal o procesamiento. En esta hipótesis, si un país adopta una decisión definitiva sobre el uso nacional de un OVM para uso directo como alimento humano, animal o para procesamiento, incluida su colocación en el mercado, cuando dicho organismo pueda ser objeto de un movimiento transfronterizo, lo informará a los demás países dentro de este Protocolo de manera directa o por intermedio del Centro Internacional de Intercambio de Información de la Biotecnología.


Cualquier país podrá adoptar una decisión sobre la importación de OVM de esta clase de acuerdo a disposiciones jurídicas nacionales compatibles con el Protocolo.


Los países en desarrollo o que tengan una economía en transición, ante la falta de un marco reglamentario adecuado, compatible con el objetivo de este Protocolo y en ejercicio de su jurisdicción interna, podrán adoptar una decisión antes de la primera importación de un OVM que se tomará en base a una evaluación de riesgo y en plazos que no excedan de doscientos setenta días. Lo anterior deberá ser del conocimiento de los demás países, por medio del Centro Internacional de Intercambio de Información sobre la Seguridad de la Biotecnología.


La circunstancia de no existir certeza científica sobre la magnitud de los posibles efectos adversos de un OVM de este tipo, en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica o para la salud humana en el país de importación, no impedirá que adopte las medidas pertinentes a fin de evitar o reducir al mínimo los posibles efectos adversos contra esos bienes.


- Procedimiento simplificado, siempre que se apliquen medidas de seguridad adecuadas en el movimiento transfronterizo intencional de OVM, un país de importación podrá señalar:


a) Los casos de movimientos transfronterizos intencionales de OVM que se pueden realizar al mismo tiempo que sus respectivas notificaciones.


b) Las importaciones de OVM que quedan exceptuadas de la aplicación del procedimiento de acuerdo fundamentado previo.


El Protocolo establece un mecanismo de "revisión de las decisiones", en virtud del cual un país de importación podrá en cualquier momento revisar y modificar una decisión que haya adoptado sobre la importación de un OVM, tomando como base nueva información científica de los posibles efectos adversos de tal organismo para la conservación y utilización sostenible tanto de su diversidad biológica, como de la salud humana. En tal caso, deberá informar en un plazo de treinta días, al CIISB y de manera directa a quien le haya notificado previamente algún movimiento transfronterizo del OVM objeto de la decisión.


Por otra parte, un país de exportación o notificador podrá solicitar que un país de importación revise una decisión adoptada, cuando se han producido cambios que pueden influir en la evaluación de riesgo base de la decisión o se dispone de nueva información científica o técnica pertinente. El país de importación responderá por escrito en un plazo de noventa días y expondrá las razones de su decisión. Así como podrá requerir evaluaciones de riesgo para importaciones subsecuentes.


Al tenor de normas sobre "información confidencial", el notificador determinará justificadamente qué datos de la información que acompaña a la correspondiente notificación o de la que se rindió como adicional, deberá ser considerada y manejada como confidencial.


El país de importación que considere justificadamente que la información clasificada como confidencial por el notificador no merece ese tratamiento, establecerá consultas con él, le comunicará tal decisión y las razones en que se funda, le dará oportunidad para consultas adicionales y revisión interna de dicha determinación, antes de divulgar la información.


Cada país dentro de este Protocolo protegerá toda información confidencial que reciba, incluidos los casos de información comercial, industrial, de investigación o desarrollo. Dicha información sólo se podrá utilizar con fines comerciales, cuando el país de importación cuente con el consentimiento escrito del notificador.


En ningún caso se considerará información confidencial, entre otros aspectos, la descripción general del OVM y el resumen de la evaluación de riesgo de los efectos adversos para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica y la salud humana.


Respecto a la manipulación, transporte, envasado e identificación de OVM, los países firmantes adoptarán las medidas necesarias para que estas acciones se realicen en condiciones de seguridad, tomando en cuenta las normas y estándares internacionales pertinentes.


Cuando se trate de OVM para uso confinado, la documentación deberá especificar dicho uso, los requisitos de manipulación, el punto de contacto para información adicional, y señalar la institución a la que se envían dichos organismos. Si se trata de OVM destinados a su introducción intencional al medio ambiente del país de importación, la documentación deberá precisar su identidad, rasgos, características, requisitos de manipulación, almacenamiento, transporte y uso seguros, el punto de contacto para información adicional, datos del exportador e importador, y la declaración de que el movimiento transfronterizo del OVM se realizará bajo las reglas del Protocolo.


En el caso de posibles o reales efectos adversos contra la diversidad biológica y la salud humana por liberación involuntaria de OVM, cada país avisará a los Estados afectados o que puedan resultar afectados, al CIISB y a las organizaciones internacionales pertinentes, del referido movimiento transfronterizo involuntario.


Los avisos de referencia deberán contener: información disponible pertinente sobre las cantidades estimadas, características y rasgos importantes del OVM que se ha liberado; fecha estimada de la liberación, circunstancias y uso del OVM en el país de origen; información sobre los posibles efectos adversos a la diversidad biológica y la salud humana, así como posibles medidas de gestión del riesgo, y cualquier otra información necesaria y la información sobre el punto de contacto.


Para la operación del sistema, cada país designará ante la Secretaría de la Conferencia de las Partes el centro focal para el enlace y a una o más autoridades nacionales que se encargarán de las funciones administrativas que se requieren en este Protocolo.


En lo que concierne a las funciones del Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad de la Biotecnología, se destacan las siguientes: facilitar el intercambio de información, experiencia científica y técnica, ambiental y jurídica respecto a los OVM, y prestar asistencia a los países en la aplicación del Protocolo.


El Protocolo plantea que las Partes podrán tener en cuenta consideraciones socioeconómicas resultantes de los efectos de la utilización de OMV en la diversidad biológica, especialmente en consideración al valor que este bien tiene para las comunidades indígenas y locales.


El Protocolo contiene, por último, disposiciones relativas a evaluación y gestión del riesgo, creación de recursos humanos y capacidad institucional, concientización y participación del público, movimientos transfronterizos ilícitos, responsabilidad y compensación entre Estados y recursos financieros.


En cuanto a sus Anexos, el que mayor interés reviste en relación con este informe es el que versa sobre los criterios que se deben considerar en la evaluación del riesgo de los OVM para el medio ambiente y la salud humana.


El objetivo del procedimiento de evaluación, en el marco del Protocolo, es determinar y apreciar los posibles efectos adversos de los OVM en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica en el probable medio receptor, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana.


De allí es que las autoridades competentes deban recurrir a la evaluación del riesgo para, entre otras finalidades, adoptar decisiones fundamentadas en relación con los OVM.


Los principios que inspiran el procedimiento son los siguientes:


- La evaluación deberá realizarse en forma transparente y científicamente competente y al efectuarse habrán de tenerse en cuenta tanto el asesoramiento de los expertos cuanto las directrices elaboradas por las organizaciones internacionales pertinentes.


- La falta de conocimientos científicos o de consenso científico no se interpretarán necesariamente como indicadores de un determinado nivel de riesgo, de la ausencia de riesgo o de la existencia de un riesgo aceptable.


- Los riesgos relacionados con los OVM o sus productos, por ejemplo, materiales procesados que tengan su origen en OVM, que contengan combinaciones nuevas detectables de material genético replicable que se hayan obtenido mediante el uso de la biotecnología moderna, deberán estimarse en el contexto de los riesgos planteados por los receptores no modificados o por los organismos parentales en el probable medio receptor.


- La evaluación del riesgo deberá realizarse caso por caso. Por lo mismo, la naturaleza y el nivel de detalle de la información requerida puede variar, dependiendo del OVM, su uso previsto y el probable medio receptor.


Desde el punto de vista de la metodología, se advierte que el proceso de evaluación del riesgo puede generar, por una parte, la necesidad de obtener más información acerca de aspectos concretos, que podrán determinarse y solicitarse durante el proceso de evaluación, y, por otra, que la información sobre otros aspectos pueda carecer de interés en algunos casos.


Respecto de las etapas del procedimiento de evaluación de riesgo, se distinguen las siguientes:


1.- Identificación de cualquier característica genotípica y fenotípica nueva relacionada con el organismo vivo modificado que pueda tener efectos adversos en la diversidad biológica y en el probable medio receptor, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana.


2.- Evaluación de la probabilidad de que esos efectos adversos ocurran realmente, teniendo en cuenta el nivel y el tipo de exposición del probable medio receptor al OVM.


3.- Evaluación de las consecuencias si esos efectos adversos ocurriesen realmente.

4.- Estimación del riesgo general planteado por el OVM basada en la evaluación de la probabilidad de que los efectos adversos determinados ocurran realmente y las consecuencias en ese caso.


5.- Recomendación sobre si los riesgos son aceptables o si pueden ser gestionados o no, incluida, cuando sea necesaria, la determinación de estrategias para administrar esos riesgos.


6.- Cuando haya incertidumbre acerca del nivel de riesgo, se podrá tratar de subsanar solicitando información adicional sobre las cuestiones concretas motivo de preocupación, o poniendo en práctica estrategias de gestión del riesgo apropiadas mediante la vigilancia del OVM en el medio receptor.


Cabe destacar que en la evaluación del riesgo se debe atender a los datos técnicos y científicos pertinentes sobre los antecedentes que siguen:


- Características biológicas del organismo receptor o de los organismos parentales, incluida la información sobre la situación taxonómica, el nombre común, el origen, los centros de origen y los centros de diversidad genética, si se conocen, y una descripción del hábitat en que los organismos pueden persistir o proliferar.


- Situación taxonómica y nombre común, fuente y características biológicas pertinentes de los organismos donantes.


- Características del vector, incluida su identidad, si la tuviera, fuente de origen y área de distribución de sus huéspedes.


- Características genéticas del ácido nucleico insertado y de la función que especifica y características de la modificación introducida.


- Identidad del OVM y diferencias entre sus características biológicas y las del organismo receptor o de los organismos parentales.


- Métodos sugeridos de detección e identificación del OVM y su especificidad, sensibilidad y fiabilidad.


- Información sobre el uso previsto.


- Información sobre la ubicación, características geográficas, climáticas y ecológicas, diversidad biológica y centros de origen del probable medio receptor.

°°°°

Conclusiones del Seminario Taller "Aysén, por una producción limpia, iniciativa para las regiones de Chile"

En el marco de este Seminario, organizado por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales de la Corporación, se arribó a un conjunto de consideraciones y conclusiones, que se transcriben a continuación por su relación con la iniciativa legal en informe.


En cuanto a las consideraciones generales:


1.- Existe un mercado creciente para productos limpios y que tiene asociado un mejor precio para ellos. Esto permite a regiones como Aysén orientar su desarrollo productivo en esa línea, ya que su conversión en esta alternativa resulta fácil dada su tradición, condición de privilegio ecológico, posibilidad de capacitación, formación y educación personalizada.


2.- Es necesario generar un marco regulatorio, esto es, política, leyes y reglamentos, con el fin de fundamentar la producción limpia y orgánica de acuerdo a exigencias internacionales para las distintas regiones de Chile.


3.- La biotecnología constituye un enorme desafío por su poder de cambiar la vida en su diversidad en la tierra. Por ello, resulta imprescindible informar y hacer participar a la ciudadanía en sus aplicaciones e implicancias y asociarle siempre su consideración bioética.


En lo que concierne a las conclusiones específicas:


a) Los precios para productos limpios y orgánicos en promedio a nivel internacional son 20 a 30% superiores a los normales y en algunos casos superan el 100%. Es necesario informar de estos mercados para que los productores de las regiones entren en esta alternativa.


b) Declarar a la Región de Aysén como zona no transgénica. No se podrán liberar ningún tipo de organismos genéticamente modificados en su medio ambiente.


c) Es necesario establecer y fijar un ordenamiento territorial con el objeto de armonizar los distintos usos de suelos, borde costero y mar, de modo de evitar las actividades y proyectos que no permitan respetar este sello verde de producción limpia u orgánica.


d) Es necesario capacitar, educar, generar créditos especiales y asociaciones de productores para asegurar una producción limpia y orgánica. En este sentido los participantes del Seminario, de origen nacional y extranjero (GTZ, Agroinvest, PCS, BVQ), asumen el compromiso de apoyar esta iniciativa.


e) Es conveniente que los productores regionales se asocien a las agrupaciones gremiales de producción orgánica y, por su intermedio, a las redes internacionales. Asimismo, que adopten acuerdos de producción limpia.


f) Es necesario fomentar el consumo interno nacional en cada una de las regiones de Chile de productos orgánicos certificados.


g) Los beneficios de la producción limpia para el sector público y privado, desde las perspectivas social, económica y ambiental, son objetivamente demostrables y por ello es vital difundirlos.


h) Se debe fomentar la participación de los productores regionales en los concursos de PROCHILE, con el apoyo de los distintos participantes del Seminario Taller.


i) Se deben enfrentar los procesos de erosión mediante manejo de cuencas y forestación adecuada, para asegurar las condiciones de producción limpia y orgánica.


j) La producción limpia debe ser también sustentable.


k) Se debe establecer una estación experimental de agricultura orgánica en la Región de Aysén, con el apoyo de los participantes de este Seminario.


l) Es necesario establecer un plan con respecto a los residuos sólidos, tanto en el litoral como en el interior, con el fin de asegurar su clasificación y reciclaje y la creación de vertederos adecuados de modo de contar con las condiciones que permitan la producción limpia.


ll) Corresponde difundir los trabajos y conclusiones de este seminario entre los estudiantes de educación primaria, secundaria y superior, así como entre las distintas municipalidades.


m) Las iniciativas de fomento productivo para los sectores agrícola, ganadero, piscícola y forestal, en su caso, deben atender a las siguientes consideraciones:


- Los fertilizantes, productos químicos y antibióticos deben ser compatibles con la producción limpia y orgánica. Las instituciones participantes en el seminario, junto con el INIA y otros organismos, fomentarán el uso de los fertilizantes y prácticas orgánicas.


- El drenaje de los mallines se hará de acuerdo a la protección de áreas que establece el Convenio Internacional de Ramsar, en forma compatibilizada.


- La entrega en concesión de bienes fiscales debe realizarse en la forma más difundida y transparente posible de acuerdo a las conclusiones de este Seminario.


n) Desde el punto de vista científico, resulta conveniente que una región como Aysén se mantenga libre de transgénicos para asegurar la provisión hacia áreas con mercados y mejores precios para estos productos.


ñ) Las empresas que estimen que no están cumpliendo con las normas de producción limpia u orgánica deben acceder a proyectos de INTEC de Corfo, apoyados por GTZ, para la auditoria ambiental, orientación y capacitación.


o) Es conveniente establecer academias de ciencias aplicadas a nivel regional.


p) El Ministerio de Agricultura presentará proyectos al Fondo de Innovación Agropecuaria (FIA), para financiar giras tecnológicas para los productores interesados en producción orgánica que les permitan obtener apoyo tecnológico y conocimiento del mercado.


q) La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado se compromete a asumir en conjunto con el Ejecutivo, la confección de proyectos de ley que permitan sustentar y fomentar la producción limpia y orgánica.


Finalmente, se fijaron como conclusiones relativas al ámbito legislativo las que siguen:

a) Establecer la posibilidad de certificación para el consumo interno.


b) De no dictarse un reglamento sobre etiquetado de productos transgénicos, establecer esta obligación por ley.


c) Modificar la Ley General de Pesca y Acuicultura con el objeto de prohibir el cultivo de especies transgénicas.


d) Se debe permitir declarar zonas sin transgénicos por acuerdos locales y después ampliarlos a comunas, provincias y regiones, con respaldo legal.


e) Establecer en la ley la confección de inventarios de uso de productos químicos y terapéuticos con la prescripción y control obligatorios de agrónomos, veterinarios, biólogos marinos o profesionales competentes.


f) Con el fin de asegurar la continuidad de los acuerdos de producción limpia de carácter voluntario, se les dará respaldo legal y se convertirán en obligatorios.


g) Se deben someter al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental tanto los procesos de liberación o introducción de transgénicos, cuanto los proyectos que afecten un sello verde de norma nacional e internacional por área.


h) Corresponde proponer a la Cancillería la certificación válida a nivel internacional por parte de empresas y consultoras chilenas.


i) Se deben reforzar las capacidades de prevención y control de CONAF, Servicio de Salud, Servicio Agrícola y Ganadero y SERNAPESCA, en lo que se refiere a transgénicos, plagas y otros que puedan afectar a la producción limpia.


j) Se debe generar una ley que fomente el cuidado y buen manejo del bosque nativo, para evitar la introducción de plagas y daños a la producción limpia en el área forestal.


k) Cabe establecer códigos para la exportación de productos orgánicos en las áreas agrícola, ganadera, forestal y piscícola, que permitan beneficios de carácter innovativo y obtener, entre otros, el denominado "draw back".

Breve reseña del Informe sobre Alimentos Transgénicos de la División de Salud Ambiental del Ministerio de Salud


Advierte que la Comisión Ministerial de Alimentos Biotecnológicos ha estudiado las implicancias del consumo masivo de los transgénicos, y ha propuesto al Ministro de Salud una política en la materia, que incluye un plan de acción que actualmente se ejecuta.


Los organismos transgénicos, añade, son una aplicación de la ingeniería genética, que manipula los genes del organismo de manera de reforzar una debilidad o incorporar alguna característica deseada. Dicha característica se incorpora directamente en el genoma, siendo el donante un genoma de un virus, insecto, bacteria o, incluso, animales mayores.


Según la Office of Technology Assessment (OTA), la ingeniería genética es una aplicación de la biotecnología que involucra la manipulación de ADN y el traslado de genes entre especies, para incentivar la manifestación de rasgos genéticos deseados.


Otra definición, vinculada a los alimentos transgénicos, entiende por tales aquellos que contienen o están compuestos de organismos modificados genéticamente, considerando a un organismo como a toda entidad biológica capaz de replicación o de transferir material genético. Un organismo obtenido o modificado genéticamente es aquel cuyo material genético ha sido modificado de una manera que no se produce en la naturaleza por multiplicación o recombinación natural.


Entre las técnicas de modificación genética enumera las de ADN recombinante (que utilizan sistemas de vectores), las que implican la introducción directa en el organismo de materiales hereditarios preparados fuera del mismo (por ejemplo, la microinyección y la microencapsulación), y la de fusión o hibridación de células (incluida la fusión del protoplasto).


Luego de reseñar las diversas fases por las que atraviesa la generación de una planta transgénica, el informe señala que se introduce en el organismo manipulado un "gen marcador", esto es, un gen resistente a los antibióticos que sirve para identificar las plantas que han incorporado el gen deseado. Con todo, como los genes incorporados a la planta han sido introducidos en forma aleatoria, algunas plantas o sus frutos crecerán bien y con sabor y otras no, por lo que para identificarlas se llevan a invernadero y se analiza su crecimiento evaluando la dureza, el sabor, el calibre. Las plantas seleccionadas se utilizan para semillas, siendo éstas las que se comercializan en gran escala.


Existe un amplio abanico de cultivos transgénicos, entre los cuales cita: café, maíz, soja, manzana, frambuesa, plátano, girasol, melón, papa, lechuga, tomate, arroz, zapallo, achicoria, arándano, pepino, berenjena, cebolla, papaya, entre otros.


En general, existen cinco áreas en las cuales se han estado desarrollando avances transgénicos, con distintos niveles de éxito, entre las que menciona la producción de medicamentos y vacunas, de alimentos y la explotación de plantas transgénicas para generar sustancias químicas.


En seguida, señala que este proceso de desarrollo tecnológico ha traído consigo opiniones a favor y en contra. Por lo mismo, agrega, es oportuno revisar las principales ventajas y los potenciales peligros del consumo y explotación masivos de los OGM.


Entre los beneficios de los organismos de origen transgénico se cuentan:

- Permiten mejorar, simplificar e incrementar la producción agrícola. Al respecto, la hacen inmune o con mayor resistencia a determinadas enfermedades (evitan la aplicación de pesticidas o herbicidas), lo cual redunda en un ahorro de recursos humanos y económicos.


- Mejoran el aprovechamiento de tierras de cultivo, lo cual tiene sentido cuando este aprovechamiento está asociado a la capacidad de inclusión de genes que mejoran la producción o el valor nutritivo de las siembras.


- Resuelven, al menos teóricamente, el problema de la nutrición mundial.


- Permiten reducir la cantidad global de productos fitosanitarios utilizados en la producción agrícola, pues a partir de plantas resistentes a plagas sólo será necesario usar una mínima cantidad de productos de este tipo, disminuyendo los costos e impactos ambientales.


Destaca que la FAO, la OMS y la FDA, evalúan los alimentos transgénicos desde 1990. Existen bases de datos que contienen informes en los que se abordan los riesgos potenciales que la manipulación del material genético de plantas puede tener para el ser humano. Los riesgos ecológicos y los vinculados a salud pública son los más comentados en las discusiones científicas y en los foros ambientales y gubernamentales, aunque también la dimensión ética de la transgenia es un tópico considerado.


Los más importantes efectos nocivos son los siguientes:


- La expansión de los cultivos transgénicos constituye una amenaza para la diversidad genética por la simplificación de los sistemas de cultivos y la promoción de la erosión genética. En la medida que se aumenten estos cultivos se afectaría la diversidad, pues suponen excluir a otros grupos genéticos y generar una degradación y exclusión de otras especies endémicas.


- La potencial transferencia de genes de cultivos resistentes a herbicidas a variedades silvestres o parientes semidomesticados puede crear las denominadas "supermalezas" (especies que invaden tierras de labranza en forma indeseada, con características de fortaleza mayores a las existentes en el lugar). En la competencia al interior del ecosistema las supermalezas ganan y exterminan las especies originales.


- Los cultivos transgénicos resistentes a herbicidas se transformarían en malezas.


- El traslado horizontal de genes y la recombinación podría crear nuevas razas patógenas de bacterias.


- La recombinación de vectores genera variedades del virus más nocivas, en especial en plantas transgénicas diseñadas para resistencia viral sobre la base de genes virales.


- Las plagas de insectos desarrollarán resistencia a los cultivos que contienen la toxina producida por la bacteria Basillus Thurigiensis (Bt).


- El uso masivo en cultivos de la toxina de Bt puede desencadenar interacciones potenciales negativas que afecten a procesos ecológicos y a organismos benéficos.


- Los efectos a largo plazo para el ser humano de la introducción de genes en los cultivos son poco o nada conocidos.


- Los alimentos transgénicos pueden generar resistencias en el ser humano a determinados antibióticos.


- Los OGM pueden transmitir agentes alérgenos a personas susceptibles.


Según datos del Servicio Agrícola y Ganadero, en Chile existen casi cinco mil hectáreas plantadas de transgénicos, aunque ninguno se comercializa en el país. Al analizar la evolución de las plantaciones de vegetales transgénicos, se observa un explosivo aumento en las siembras durante los últimos años. Así, se ha pasado de 1,7 millones de hectáreas en 1996 a 39,9 millones en 1999, lo que ha generado un impacto significativo en las economías agrícolas de los países.


Estados Unidos de Norteamérica lidera los planteamientos que estiman que el consumo y producción de transgénicos no representan riesgos relevantes ni a la salud ni al medio ambiente. La contraparte está liderada por la Unión Europea, que luego de los episodios de las "vacas locas" y la "dioxina" pretende retomar la confianza de sus consumidores centrando la discusión en la necesidad de establecer un marco regulatorio preventivo. Esta posición es rebatida por los países productores de transgénicos, que argumentan que las intenciones reales de la UE se orientan a crear obstáculos al comercio debido a que como no ha desarrollado estas nuevas tecnologías, necesita ganar tiempo para colocarse en un mejor nivel tecnológico y aumentar su competitividad.


A continuación, luego de recordar que al Ministerio de Salud le compete proteger la salud de la población, señala que del Código Sanitario emana el Reglamento Sanitario de los Alimentos, que en su artículo 1º fija las condiciones sanitarias a que deberá ceñirse la producción, importación, elaboración, envase, almacenamiento, distribución y venta de alimentos para uso humano, con el preciso objeto de proteger la salud y nutrición de la población y garantizar el suministro de alimentos sanos e inocuos.


Además, dicho Reglamento dispone que la producción, distribución y comercialización de los alimentos y materias primas transgénicos deberán ceñirse, para su autorización, a las normas técnicas que dicte el Ministerio, que queda facultado para evaluar y aprobar o liberar los alimentos de este tipo caso a caso.


En lo que concierne a fórmulas para lactantes, se establece que los productos y sus componentes no deberán haber sido tratados con radiaciones ionizantes, ni haber sido modificados por medio de biotecnología.


En este momento, dice el informe, si bien el Reglamento garantiza a la población la inocuidad de los alimentos, existe una gran producción y comercialización de alimentos de origen transgénico, respecto de los cuales no existen estudios que demuestren su inocuidad, especialmente en el largo plazo.


A juicio de la Comisión Ministerial de Alimentos Biotecnológicos, hay diversas consideraciones que permiten enmarcar el debate y orientar la política a seguir en la materia. Al efecto, propone atender a lo siguiente:


a) Información a la comunidad. En su opinión, una comunidad activa e informada tiene menores riesgos dado que está en estado de alerta frente a los potenciales peligros. El caso de los alimentos de origen transgénico es particular, porque hoy se comercializan con desconocimiento por los consumidores de sus riesgos. Esta situación genera un conflicto ético y técnico que corresponde a la autoridad resolver, mediante exigencias de información al público. La educación sanitaria es una herramienta fundamental, para que las personas ejerzan su derecho a elegir si consumen o no esta clase de alimentos. Lo anterior implica obligar a la identificación de los alimentos transgénicos.


b) Evaluación de riesgos en salud pública. Sin perjuicio de las promisorias perspectivas en el uso de transgénicos, sea para mejorar especies, aumentar rendimiento de los cultivos, mejorar la calidad nutritiva o la resistencia a enfermedades o sea como productores de vacunas y agentes terapéuticos, es importante efectuar una evaluación de los riesgos de su comercialización masiva. Se deben analizar los peligros del gen modificado en relación con su estabilidad en el tiempo, las condiciones ambientales o los procesos de elaboración de alimentos. Complementariamente, es necesario avanzar en el diseño de sistemas de evaluación, gestión y comunicación del riesgo, que permitan entregar seguridades mínimas a los consumidores.


c) Consecuencias jurídicas. Se considera prudente advertir que de estar en presencia de organismos que generen alteraciones a la salud en el largo plazo y aun cuando en la actualidad no exista certeza acerca de las consecuencias negativas, es posible que el Estado se enfrente a demandas múltiples.


d) Control y fiscalización. Se debe dotar al Instituto de Salud Pública de infraestructura y equipamiento técnico para servir como laboratorio de referencia en la materia. Además, si fuera el caso, se sugiere exigir al interesado la presentación de certificados que acrediten la ausencia de transgénicos, así como capacitar a los funcionarios encargados del tema en cada servicio de salud.


e) Aplicación de la normativa. El artículo 109 del Código Sanitario entrega al reglamento la determinación de las características que deben reunir los alimentos o productos alimenticios destinados al consumo humano. En tal sentido, el Presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Salud, podría establecer exigencias, requisitos y prohibiciones en relación con la comercialización de alimentos y productos transgénicos destinados al consumo humano, cuando existan fundamentos que lo avalen, pues, en caso contrario, se trataría de medidas arbitrarias, carentes de sustento jurídico que atentaría contra ciertas garantías constitucionales.


f) Coordinación intersectorial. Se propone realizar una eficaz coordinación con otros sectores del Estado de manera de requerir formalmente la información necesaria para elaborar un catastro de los alimentos transgénicos que se siembran, producen y comercializan en Chile. Asimismo, se recomienda generar un proceso permanente de intercambio de información que permita la toma de decisiones adecuadas en todos los organismos públicos involucrados.


Finalmente, el informe se refiere sucintamente a las atribuciones de los Ministerios de Agricultura y de Relaciones Exteriores en la materia.


Acerca del primero, sostiene que ha venido trabajando el tema desde hace años, habiéndolo radicado en el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) y en la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias (ODEPA).


Además, ese Ministerio creó el Comité Asesor para la Liberación de Transgénicos, que tiene facultades para recomendar autorizar la plantación de transgénicos en Chile para consumo humano. No obstante, no se ha ejercido esta atribución, y sólo se han permitido plantaciones destinadas a producción de semillas para exportación.


En lo que concierne al segundo, indica que ha realizado una labor importante en diversos foros internacionales, donde se destaca la participación en el Convenio de Diversidad Biológica y el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología.


Asimismo, se incorporó a la Subcomisión de Alimentos Obtenidos por Medios Biotecnológicos, correspondiente a la Comisión Nacional del Codex Alimentarius, interviniendo en funciones de coordinación interministerial e intercambio de información.


Al concluir, la División de Salud Ambiental arguye que dado que las exportaciones silvoagropecuarias chilenas representan un tercio del total general de nuestro comercio exterior, la biotecnología y la transgenia son instrumentos que merecen apoyo si de ellos depende nuestra competitividad en los años venideros. No obstante, añade, sería interesante discutir la posibilidad de establecer dentro del territorio nacional áreas geográficas libres de transgénicos, lo cual permitiría incorporarse a mercados crecientes de productos agrícolas naturales u orgánicos.


Cabe consignar que la Comisión del Codex Alimentarius fue creada en 1963 por la FAO y la OMS para desarrollar normas alimentarias, reglamentos y otros textos relacionados, tales como códigos de prácticas bajo el Programa Conjunto FAO/OMS de Normas Alimentarias. Las principales materias que aborda este Programa se refieren a la protección de la salud de los consumidores, la necesidad de garantizar prácticas de comercio transparentes y la coordinación de las normas alimentarias acordadas por las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales.


La FAO y la OMS, desde 1991, han prestado asesoramiento científico de expertos en relación con la inocuidad de los alimentos obtenidos por medios biotecnológicos. Aunque oficialmente no forman parte de la estructura de la Comisión del Codex Alimentarius, las consultas FAO/OMS de expertos permiten entregar asesoramiento científico independiente a la Comisión, sus comités y grupos de acción especializados.

Actualidad en la Unión Europea


Los Ministros de Medio Ambiente de la Unión Europea, el 24 de junio del año en curso, rechazaron un esfuerzo de la Comisión Europea para permitir la producción nacional de algunos cultivos de especies genéticamente modificados.

A nivel comunitario, a pesar de la fuerte suspicacia pública respecto a los transgénicos en Europa, el balance, en más de un año, ha sido de un silencioso cambio a favor de los mismos.


En 1999, la Unión Europea prohibió la producción de nuevas especies de transgénicos, por este motivo hacia el año 2003, EEUU, Argentina y Canadá denunciaron a la Unión Europea ante la Organización Mundial de Comercio.


Actualmente la Unión Europea ya dejó de lado esta amenaza. En lugar de una prohibición, impuso complejas reglas a la etiquetación de los productos que contengan transgénicos en los alimentos y comida de animales. De este modo, con esta flexibilización se logró, al menos en teoría, permitir más importaciones y que se expandieran los cultivos de transgénicos en Europa.

Bajo la normativa vigente, si se desea una autorización para producir alguna variedad de transgénicos, la Comisión Europea deberá previamente consultar a la autoridad europea de la Seguridad Alimenticia. Si este organismo está a favor, la Comisión pondrá la propuesta ante un comité de expertos nacionales para su aprobación. En caso que no se logre acuerdo, la solicitud será enviada ante un Consejo de Ministros de Medio Ambiente, quienes representan a los gobiernos nacionales de los países que conforman a la Unión Europea, para que en el plazo de tres meses se pronuncien. En el evento que este Consejo tampoco logre un acuerdo, el requerimiento volverá a la Comisión para que ella finalmente decida.


Cabe destacar que a pesar de los diversos intentos comunitarios para liberalizar la producción de transgénicos, los Estados Miembros han mantenido las prohibiciones o restricciones para su explotación .


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Stange, Pizarro y Vega.
- - - - - -

DISCUSIÓN PARTICULAR


El proyecto de ley en informe introduce enmiendas a la ley Nº 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente.


En primer término, la Comisión, analizó la inclusión de un numeral nuevo del siguiente tenor:


1. Intercálanse en el artículo 2º de la ley N° 19.300, las siguientes letras nuevas:

“-) Organismo Genéticamente modificado: todo organismo, alimento o materia prima alimentaria que sea o contenga organismos o parte de los mismos a los que se haya introducido material genético, de una manera que no se produce en la naturaleza por multiplicación o combinación natural;”

“-) Liberación: Cultivo o reproducción de organismos en condiciones cuya propagación al medio ambiente no esté rigurosamente controlada;”

“-) Producción limpia: es aquella en la que todas las etapas del proceso productivo cumplen con las normativas primarias y secundarias y determinados objetivos ambientales susceptibles de trazabilidad y de certificación internacional;”

“-) Producción orgánica: sistema integral de producción agropecuaria basado en prácticas de manejo ecológico, cuyo objetivo principal es alcanzar una productividad sostenida en base a la conservación y/o recuperación de los recursos naturales, y que restringe el uso de productos de origen químico sintético.”.


- Sometido a votación el numeral 1, nuevo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Pizarro y Stange.
°°°°°

Numeral 1.

(Pasa a ser 2.)

Agrega una nueva letra al artículo 10 de la ley Nº 19.300 sobre Bases del Medio Ambiente, para incluir entre los proyectos que se deben someter al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, a aquellos que implican liberación al medio ambiente de organismos genéticamente modificados.


Según señalara la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), la correcta comprensión de la modificación propuesta requeriría aclarar qué significa "liberación". La entidad sugiere definirla como el cultivo o reproducción de organismos en condiciones cuya propagación al medio ambiente no esté rigurosamente controlada. Esta definición permitiría distinguir la noción de liberación de aquella consistente en la reproducción en condiciones aisladas, que es un procedimiento que para el avance científico nacional no debería ser impedido mientras se efectúe con los resguardos pertinentes.


Por otra parte, considera que el concepto de liberación debe complementarse con una definición de "organismos genéticamente modificados" (OGM), pues, en su opinión, existiría una confusión al respecto. Sobre el particular, afirma que la proposición parlamentaria homologaría un OGM con los productos obtenidos a partir de él. Una materia prima, metabolito o sustancia obtenida a través de tecnología de ADN recombinante, explica, no pueden ser considerados como un organismo. Internacionalmente, incluso, se acepta que un producto comercial contenga hasta un 1% de sustancia obtenida desde un OGM en su contenido total.


La definición aceptada entiende por OGM como aquellos a los que se haya introducido material genético, de una manera que no se produce en la naturaleza por multiplicación o combinación natural. En la naturaleza ocurren eventos de transferencia de material genético (específicamente ácido desoxirribonucleico o DNA) entre organismos de la misma especie, como también entre especies diferentes. Eventos de transferencia de ADN (ácido desoxirribonucleico) en forma natural están ampliamente documentados.


La captación de genes a través de la cadena alimenticia, prosigue, no es un fenómeno nuevo que haya comenzado con la obtención de OGM, dado que el ADN es un constituyente normal en la dieta humana. El ADN está presente en las frutas y verduras que ingerimos diariamente, siendo uno de sus componentes básicos. No ha sido una preocupación hasta el momento verificar si en “condiciones naturales” se ha transferido o integrado material genético (ADN) proveniente de nuestra dieta en el material genético humano.


Numerosos productos provenientes de OGM, tales como azúcar preparada de remolacha transgénica, son idénticos al producto convencional. Otros, como la salsa de tomate proveniente de tomates transgénicos, son tan similares al producto obtenido de un organismo no transgénico que son considerados como substancialmente equivalentes. Finalmente, que un producto sea obtenido a través de OGM no significa que este producto o materia prima contenga el gen utilizado, ya que los procesos de purificación involucrados en la producción de un alimento destruyen cualquier ADN presente en el material utilizado.


Por esta razón, CONICYT sugiere limitar la definición de OGM a aquel organismo que contiene un ADN recombinante integrado establemente en el genoma de todas sus células. En otras palabras, se considera un organismo transgénico (planta, animal o microorganismo) a aquel que contiene un trozo nuevo de ADN integrado en los cromosomas de cada una de sus células, en circunstancia que este nuevo trozo de ADN contiene típicamente un gen que ha sido obtenido desde otro organismo (planta, animal u otro) o de sí mismo y que ha sido modificado para que sea expresado en el nuevo organismo.


El Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) hizo presente que el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) es un instrumento de gestión, de carácter preventivo, cuya misión es cautelar que se ejecuten proyectos de inversión ambientalmente sustentables.


En ese entendido, el estudio de impacto ambiental corresponde a una descripción pormenorizada de las características de un proyecto o actividad que se pretende llevar a cabo o su modificación. Debe, por lo mismo, proporcionar antecedentes fundados para la predicción, identificación e interpretación de su impacto ambiental y describir las acciones que se realizarán para impedir o minimizar sus efectos significativamente adversos.


A juicio del SAG, es difícil medir el impacto ambiental sobre la biodiversidad derivado de la liberación de plantas genéticamente modificadas. Las dificultades dicen relación con la poca información existente sobre el riesgo potencial que podrían tener los cultivos transgénicos.


Así, métodos alternativos, tales como los insecticidas de amplio espectro o los pesticidas cuyos ingredientes activos corresponden a microorganismos, están poco documentados para una adecuada evaluación comparativa con las nuevas tecnologías que involucran el uso de plantas modificadas genéticamente.


Agrega que, de exigirse una evaluación del impacto en el medio ambiente sobre bases comparativas, también la agricultura convencional debería someterse al SEIA. Consecuencialmente, los impactos de los organismos vegetales modificados respecto a la agricultura orgánica, se debieran estimar iguales o comparables a los provocados por la agricultura convencional.


Si el objetivo es la protección de una agricultura de producción limpia, orgánica o natural, también deberían incluirse los impactos que en ella producen los esquemas actuales de producción agrícola y forestal.


El SAG señala, además, que en el ámbito de las liberaciones de estos organismos no existen antecedentes de que algún país los esté sometiendo al SEIA. Lo anterior, porque su costo de implementación es altísimo, lo que se traduce en un obstáculo para la utilización de esta moderna herramienta biotecnológica en el desarrollo productivo de los países.


Lo dicho, lo ha persuadido de la necesidad de revisar la propuesta de enmienda en armonía con los requerimientos científicos y tecnológicos nacionales, de manera de contar con todas las opciones que permitan al país un desarrollo sustentable y competitivo.


Advierte, en todo caso, que los países, incluido el nuestro, llevan a cabo un análisis de riesgo que se estructura como un proceso basado en evidencia científica, cuyo objetivo es minimizar el riesgo que un organismo con una determinada modificación genética podría provocar al medio ambiente y a la salud, tanto humana como animal o vegetal.


Enseguida, recuerda que el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología, en su Anexo II, establece que la evaluación de riesgo es una de las etapas del proceso de Análisis de Riesgo, cuya finalidad es determinar y evaluar los posibles efectos perjudiciales de los organismos vegetales modificados en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica en el probable medio receptor, teniendo en cuenta los riesgos de la salud humana.


Finaliza sosteniendo que en Chile la liberación de esta clase de organismos de origen vegetal, aunque no esté incluida en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, se evalúa considerando los posibles impactos que provocarían al medio ambiente y las alteraciones a la diversidad biológica, mediante el Análisis de Riesgo descrito.


La Pontificia Universidad Católica de Chile considera razonable incluir el cultivo de transgénicos entre las actividades sujetas al SEIA, toda vez que podrían tener un impacto en el ambiente (no necesariamente negativo) o, menos probablemente, en la salud de animales o personas.


Por su parte, la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señala que la ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del medio Ambiente, guarda silencio tanto respecto a “organismos genéticamente modificados”(OGM) como de “organismos vivos modificados” (OVM), y no exige para su internación y liberación en el país la previa evaluación del impacto ambiental de estas actividades, por lo que coincide con los autores de la iniciativa respecto de la necesidad de salvar este vacío legal.

Más adelante, en apoyo de su tesis, comenta que el Convenio sobre Biodiversidad o Diversidad Biológica, obliga a las Partes Contratantes a evitar efectos adversos importantes para la diversidad biológica y a establecer o mantener medios para regular, administrar o controlar los riesgos derivados de la utilización y la liberación de OVM como resultado de la biotecnología que podrían tener repercusiones ambientales adversas.


En el campo terminológico, plantea la necesidad de distinguir entre los OGM y los OVM, pues mientras el proyecto se refiere a los primeros, el Convenio alude a estos últimos, como lo hacen diversas resoluciones del SAG, entre ellas, la que crea el Comité Asesor y la Secretaría Técnica en materia de introducción deliberada al medio ambiente de OVM al medio ambiente y la que establece normas para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación.


Los OVM, continúa, son de dos clases. La primera, comprende los organismos cuyo material genético ha sido modificado mediante técnicas tradicionales o convencionales, como el mejoramiento de plantas o la inseminación artificial. La segunda, incluye los organismos cuyo material genético ha sido directamente modificado mediante, por ejemplo, la tecnología del DNA recombinante. Estos son los organismos generalmente asociados con el término OGM. De lo anterior se sigue que los OGM constituyen una categoría más restrictiva de los OVM, y, a diferencia de éstos, pueden estar vivos o no.


Fundada en la idea precedente, sugiere sustituir la expresión “organismos genéticamente modificados”, utilizada en la Moción, por “organismos vivos modificados como resultado de la biotecnología moderna”, que armoniza, sobre todo, con la terminología del citado Convenio, el que tiene la fuerza de una ley de la República, y propone redactar la letra r) en los siguientes términos: “r) internación o liberación al medio ambiente de organismos vivos modificados mediante la aplicación de la biotecnología moderna.”


De acuerdo con resoluciones del SAG, por “organismo vivo modificado” (OVM) se entendería a aquella entidad biológica viva, capaz de transferir o replicar material genético, incluido el organismo estéril, virus y viroides, que posea una combinación nueva de material genético que se haya obtenido mediante la aplicación de la biotecnología moderna. A su vez, por biotecnología moderna se entendería la aplicación mediante técnicas in vitro de ácido nucleico, incluido el ácido desoxirribonucleico recombinante y la inyección directa de ácido nucleico en células u orgánulos o la fusión de células más allá de la familia taxonómica, que superan las barreras fisiológicas naturales de la reproducción o de la recombinación y que no son técnicas utilizadas en la reproducción y selección tradicional.


No obstante, a juicio de la citada Universidad cabría efectuar otra modificación en el artículo 10 de la ley 19.300, que consistiría en hacer obligatoria la evaluación de impacto ambiental a todo proyecto o actividad que apunte, conlleve o pueda derivar previsiblemente en la introducción al país de entidades biológicas vivas de cualquier género o especie, que no se encuentren representadas en los ecosistemas nacionales, o de material de reproducción o replicación de las mismas.


Idéntica exigencia se debería hacer, concluye, respecto de las entidades biológicas vivas que vayan a trasladarse de un punto a otro del territorio nacional, cuando los ecosistemas que las van a recibir y en los que van a liberarse no los contemplen en su flora o fauna autóctona, debido a los altos riesgos ecológicos que de ello pudieran seguirse.


- Sometido a votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Pizarro y Stange.
Numeral 2.

(Pasa a ser 3.)

Agrega una nueva letra en el artículo 11 de la Ley Sobre Bases del Medio Ambiente, para establecer entre los proyectos o actividades que requieren un Estudio de Impacto Ambiental, aquellos que produzcan efectos adversos importantes sobre la diversidad biológica, a nivel genético, de especies o de ecosistemas, o que priven a una zona de su condición de área de producción limpia, orgánica o libre de organismos vivos modificados o de productos transgénicos.

A juicio de CONICYT, la norma propuesta podría dar lugar a equívocos en la medida que no han sido definidas por el legislador qué áreas del territorio nacional quedarán reservadas a "producción limpia y sin transgénicos". Sostienen que debiera aclararse si implica un área donde no se producen transgénicos o donde no se comercializan transgénicos, o ambas.


El artículo 11 de la ley se refiere expresamente al riesgo a las personas y no a “áreas” como lo señala la Moción. En este sentido, la proposición abriría la aplicación de la ley Nº 19.300 a espacios territoriales, lo que podría apartarse de la filosofía que inspira esta disposición.


Al concluir, atendido que lo orgánico no es sinónimo de natural, sugiere efectuar una declaración más específica sobre qué se entenderá por riesgo y por producción limpia, orgánica y “sin transgénicos” y que afectan la biodiversidad. 


El SAG estima necesario revisar la exigencia que se contiene en la norma propuesta, con el fin de verificar la real factibilidad de realizar un Estudio de Impacto Ambiental sobre la liberación de OGM.


La Pontificia Universidad Católica de Chile se manifestó contraria a esta proposición, fundada en que los transgénicos son susceptibles de ser cultivados en forma limpia y orgánica.


Esta Universidad considera interpretar a la mayoría de la comunidad científica al señalar que los cultivos transgénicos ofrecen grandes perspectivas para el desarrollo del sector agrícola. A modo ejemplar, informa que Argentina genera hoy más divisas por la venta de soja transgénica que por la tradicional exportación de su carne de vacuno, sin que se haya tenido conocimiento de algún desastre ecológico ni de daños a la salud de las personas.


Finalmente, afirma que la tendencia mundial se orienta hacia la eliminación de las precauciones dispuestas para los cultivos transgénicos, tal como ocurrió en su momento con los microorganismos transgénicos.


La Pontificia Universidad Católica de Valparaíso manifiesta desconocer el significado exacto de la expresión “producción limpia”.


A continuación, señala que la Moción da por supuesto que la expresión “producción orgánica” se vincula con la “agricultura orgánica”, definida por el SAG como “el sistema integral de producción agropecuaria basado en prácticas de manejo ecológico, cuyo objetivo principal es alcanzar una productividad sostenida en base a la conservación y recuperación de los recursos naturales, y que restringe el uso de productos de origen químico sintético”. Además, advierte que la noción “áreas sin transgénicos” carece de un significado unívoco.


En reemplazo del texto propuesto, sugiere una nueva redacción que armonice con lo dispuesto en el Convenio sobre Diversidad Biológica: “g) Efectos adversos importantes sobre la diversidad biológica, a nivel genético, de especies o de ecosistemas, o que priven a una zona de su condición de área de producción limpia, orgánica o libre de organismos vivos modificados o de productos transgénicos.”


- Sometido a votación el este numeral fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Pizarro y Stange.

Numeral 3.

(Pasa a ser 4.)

En el Párrafo 4º de la ley sobre Bases del Medio Ambiente, agrega un artículo 39 bis, en virtud del cual por acuerdo de los productores locales, en conjunto con las organizaciones vecinales correspondientes, se podrán autodeclarar determinadas áreas geográficas como zonas de producción limpia o zonas sin transgénicos, según procedimientos de certificación válidos internacionalmente.


En opinión de CONICYT, la norma propuesta se apartaría de principios internacionalmente aceptados. En la forma en que está redactada, la disposición permite que ciertas zonas prohiban la producción de transgénicos, aunque no su consumo y comercialización, no por sus cualidades sino por el mero hecho de haberse utilizado una metodología que involucra el traspaso artificial de genes, entre especies que no intercambian genes naturalmente con una frecuencia observable.


Dicha prohibición sería excesiva, pues a nivel científico y político internacional habría acuerdo en que un transgénico debe ser evaluado en función de sus propiedades y no exclusivamente por el método empleado para su producción. Así, el Protocolo de Cartagena sobre Bioseguridad impediría rechazar un producto sólo por su carácter transgénico. La posibilidad de declarar una zona sin transgénicos obstaculizará la realización de proyectos atractivos y de bajo impacto ambiental en el ámbito de la biotecnología.


Por lo expuesto, la proposición podría reemplazarse por una menos drástica definiendo claramente los potenciales riesgos que determinarían la no aceptación de un transgénico.


En otro orden de ideas, considera improcedente que por su sola voluntad una región o localidad se autodeclare área de producción limpia o sin transgénicos. Señala que existen áreas “limpias” producto de la introducción de organismos que han tenido cierto grado de manipulación genética. En otras palabras, lo limpio no implica no usar tecnología o biotecnología.


En cuanto al proceso de certificación, debiera existir primero una norma de calidad al tenor de las que establece la ley Nº 19.300, y luego se podrían establecer rangos y regular aspectos de homologación internacional.


Para CONICYT las aseveraciones relativas a los riesgos de los OGM para la salud pública carecerían de fundamento ya que estudios recientes sugieren que los OGM no causan trastornos en el organismo humano o ambiente ecológico.


Para el SAG, la proposición vulneraría la garantía constitucional de igualdad ante la ley, al establecer una diferencia arbitraria  respecto de aquellas actividades que operen o desarrollen transgénicos, al no existir una razón fundada para prohibir su establecimiento en las zonas o regiones señaladas.


Por otra parte, señala que incorporar la idea que se refiere al uso del suelo, podría interpretarse en el sentido que dicho uso quedaría sujeto a la autoridad administrativa, lo que podría implicar una limitación a la garantía constitucional del derecho de propiedad (artículo 19 Nº 24 de la Constitución Política), ya que, como el mismo artículo 39 lo señala, solo la ley puede velar porque ese uso sea racional, así como establecer zonas sin transgénicos o de producción limpia.


La Pontificia Universidad Católica de Valparaíso estima que la disposición propuesta adolece de imprecisión. Así, sería de interés conocer el alcance que tendría la declaración de un área como zona de producción limpia o libre de transgénicos, en términos de beneficios y de eventuales restricciones de uso, por ejemplo. Además, cuestiona el hecho de que la disposición omita mencionar las áreas destinadas a la agricultura orgánica.


La Pontificia Universidad Católica de Chile señaló que considera que mientras no se demuestre que los transgénicos ocasionan daños ambientales o a la salud, no se debería aceptar la posibilidad de que por un simple acuerdo de productores locales se declaren zonas libres de transgénicos. Agrega que una vez satisfecha la exigencia de evaluación ambiental que introduce la modificación al artículo 10, ésta debería ser una decisión de cada productor en particular.


- Sometido a votación este numeral, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Stange y Pizarro.
- - - - - -


Como consecuencia de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, os propone la aprobación en general del siguiente proyecto de ley:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:


1. Intercálanse en el artículo 2º las siguientes letras nuevas:

“-) Organismo Genéticamente modificado: todo organismo, alimento o materia prima alimentaria que sea o contenga organismos o parte de los mismos a los que se haya introducido material genético, de una manera que no se produce en la naturaleza por multiplicación o combinación natural;”

“-) Liberación: Cultivo o reproducción de organismos en condiciones cuya propagación al medio ambiente no esté rigurosamente controlada;”

“-) Producción limpia: es aquella en la que todas las etapas del proceso productivo cumplen con las normativas primarias y secundarias y determinados objetivos ambientales susceptibles de trazabilidad y de certificación internacional;”

“-) Producción orgánica: sistema integral de producción agropecuaria basado en prácticas de manejo ecológico, cuyo objetivo principal es alcanzar una productividad sostenida en base a la conservación y/o recuperación de los recursos naturales, y que restringe el uso de productos de origen químico sintético.”.

2. Agrégase al artículo 10 la siguiente letra nueva:

“-) liberación al medio ambiente de organismos genéticamente modificados.”.

3. Agrégase al artículo 11 la siguiente letra nueva:

“-) Efectos adversos importantes sobre la diversidad biológica, a nivel genético, de especies o de ecosistemas, o que priven a una zona de su condición de área de producción limpia, orgánica o libre de organismos vivos modificados o de productos transgénicos.”.

4. Agrégase el siguiente artículo 39 bis:

“Artículo 39 bis.- Por acuerdo de los productores locales en conjunto con las organizaciones vecinales correspondientes se podrán autodeclarar como zonas de producción limpia o zonas sin transgénicos según procedimientos de certificación válidos internacionalmente.”.”.

Acordado en sesiones celebradas los días 15 de mayo y 31 de julio de 2002, 4 de junio y 13 de agosto de 2003, 17 y 31 de marzo y 7 de abril de 2004, 12 de enero y 22 de junio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Nelson Ávila Contreras, Jorge Pizarro Soto, Rodolfo Stange Oelckers y Ramón Vega Hidalgo y José Antonio Viera-Gallo Quesney.


Sala de la Comisión, a 18 de julio de 2005.




MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA

                  
  Secretario 

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.300, SOBRE BASES DEL MEDIO AMBIENTE, PARA HACER OBLIGATORIA LA EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DE ACTIVIDADES O PROYECTOS EN QUE SE LIBEREN ORGANISMOS GENÉTICAMENTE MODIFICADOS O TRANSGÉNICOS AL MEDIO AMBIENTE Y PROTEGE ÁREAS CON PRODUCCIÓN LIMPIA, ORGÁNICA Y NATURAL

(Boletín Nº 2.703-12)

I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Persigue, en el contexto de las obligaciones que emanan del Convenio Internacional sobre Biodiversidad, someter al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental el desarrollo de la investigación biotecnológica con el fin de garantizar la protección del medio ambiente natural, las tradiciones productivas y el respeto de los principios éticos que deben inspirar el ejercicio de la ciencia.

II. ACUERDOS: Aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes (4x0). 
III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: Consta de un artículo único con cuatro numerales.
IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: No hay.

V.
URGENCIA: No tiene.

VI.
ORIGEN INICIATIVA: Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Larraín, Martínez, Ríos y Stange.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: Primer trámite.

VIII.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 9 de mayo de 2001.

IX.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.

X.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: Las siguientes:


- El artículo 19, N° 8, de la Constitución Política de la República, que garantiza el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.


- El decreto ley Nº 3.557, de 1980, que establece disposiciones sobre protección agrícola.


- El decreto supremo Nº 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995, que promulga el Convenio Internacional sobre la Diversidad Biológica.


- El decreto supremo Nº 30, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 1997, que aprueba el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, modificado por el decreto supremo Nº 95, del mismo Ministerio, de 2002.


- El decreto supremo Nº 164, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2002, que crea la Comisión Nacional para el desarrollo de la Biotecnología.


- La resolución exenta Nº 1.523, del Ministerio de Agricultura-Servicio Agrícola y Ganadero, de 2001, que establece normas para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación.


- La resolución exenta Nº 1.927, del Ministerio de Agricultura, de 1993, que establece normas para la internación de material vegetal de reproducción transgénico.


- Anexo IV del Tratado de Libre Comercio entre Chile y la Unión Europea, promulgado por decreto supremo Nº 28, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2003. Dicho Anexo contiene el Acuerdo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias aplicable al Comercio de Animales, Productos de Origen Animal, Plantas, Productos Vegetales y otras Mercancías, y sobre Bienestar Animal.


Valparaíso, a 18 de julio de 2005.



MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA
                 Secretario 

